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ACTOR: PODER EJECUTIVO DEL ESTADO 
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SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS 
 

SECCIÓN DE TRÁMITE DE CONTROVERSIAS 
CONSTITUCIONALES Y DE ACCIONES DE 
INCONSTITUCIONALIDAD 

 

Ciudad de México, a dieciocho de agosto de dos mil veintitrés, se da cuenta al 
Ministro Luis María Aguilar Morales, instructor en el presente asunto, con lo 
ordenado en relación con la suspensión solicitada en el expediente principal. Conste. 
 

 
Ciudad de México, a dieciocho de agosto de dos mil veintitrés. 
 
Como está ordenado en el proveído de admisión de esta fecha, 

fórmese y regístrese el expediente físico y electrónico1 del presente 
incidente de suspensión. 

 
A efecto de proveer sobre la medida cautelar, se tiene en cuenta lo 

siguiente. 
 
La suspensión en controversias constitucionales se encuentra regulada 

en los artículos 142, 153, 164, 175 y 186 de la Ley Reglamentaria de las 
Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, de cuyo contenido se advierte que: 

 
1. Procede de oficio o a petición de parte, y podrá ser decretada en 

todo momento, hasta antes de que se dicte sentencia definitiva; 
 

 

1 Acuerdo General 8/2020 
Artículo 7. En todas las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad, así como en los 
recursos e incidentes derivados de éstas, se integrará, además del expediente impreso, un Expediente 
electrónico con las mismas constancias y documentos que aquél, en el mismo orden cronológico, con 
excepción de los previstos en el artículo 10 de este Acuerdo General. 
2 Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal 
Artículo 14. Tratándose de las controversias constitucionales, el ministro instructor, de oficio o a petición 
de parte, podrá conceder la suspensión del acto que las motivare, hasta antes de que se dicte la sentencia 
definitiva. La suspensión se concederá con base en los elementos que sean proporcionados por las partes 
o recabados por el ministro instructor en términos del artículo 35, en aquello que resulte aplicable. 
La suspensión no podrá otorgarse en aquellos casos en que la controversia se hubiere planteado respecto 
de normas generales. 
3 Artículo 15. La suspensión no podrá concederse en los casos en que se pongan en peligro la seguridad 
o economía nacionales, las instituciones fundamentales del orden jurídico mexicano o pueda afectarse 
gravemente a la sociedad en una proporción mayor a los beneficios que con ella pudiera obtener el 
solicitante. 
4 Artículo 16. La suspensión se tramitará por vía incidental y podrá ser solicitada por las partes en 
cualquier tiempo hasta antes de que se dicte sentencia definitiva. 
5 Artículo 17. Hasta en tanto no se dicte la sentencia definitiva, el ministro instructor podrá modificar o 
revocar el auto de suspensión por él mismo dictado, siempre que ocurra un hecho superveniente que lo 
fundamente. 
Si la suspensión hubiere sido concedida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al 
resolver el recurso de reclamación previsto en el artículo 51, el ministro instructor someterá a la 
consideración del propio Pleno los hechos supervenientes que fundamenten la modificación o revocación 
de la misma, a efecto de que éste resuelva lo conducente. 
6 Artículo 18. Para el otorgamiento de la suspensión deberán tomarse en cuenta las circunstancias y 
características particulares de la controversia constitucional. El auto o la interlocutoria mediante el cual se 
otorgue deberá señalar con precisión los alcances y efectos de la suspensión, los órganos obligados a 
cumplirla, los actos suspendidos, el territorio respecto del cual opere, el día en que deba surtir sus efectos 
y, en su caso, los requisitos para que sea efectiva. 
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2. Procede respecto de actos que, atendiendo a su naturaleza, puedan 
ser suspendidos sus efectos o consecuencias; 

 
3. No podrá otorgarse en los casos en que la controversia 

constitucional se hubiera planteado respecto de normas generales;  
 
4. No se concederá cuando se pongan en peligro la seguridad o 

economía nacionales, las instituciones fundamentales del orden jurídico 
mexicano o pueda afectarse gravemente a la sociedad en una 
proporción mayor a los beneficios que con ella pudiera obtener el 
solicitante; 

 
5. El auto de suspensión podrá ser modificado o revocado cuando 

ocurra un hecho superveniente que lo fundamente, y 
 
6. Para su otorgamiento deberán tenerse en cuenta las 

circunstancias y características particulares de la controversia 
constitucional. 

 
En relación con lo anotado, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte 

emitió la jurisprudencia de rubro y texto siguientes: 
 
“SUSPENSIÓN EN CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. NATURALEZA Y 
FINES. La suspensión en controversias constitucionales, aunque con 
características muy particulares, participa de la naturaleza de las medidas 
cautelares, por lo que en primer lugar tiene como fin preservar la materia del 
juicio, asegurando provisionalmente el bien jurídico de que se trate para que 
la sentencia que, en su caso, declare el derecho de la parte actora, pueda 
ejecutarse eficaz e íntegramente y, en segundo, tiende a prevenir el daño 
trascendente que pudiera ocasionarse a las partes y a la sociedad en general 
en tanto se resuelve el juicio principal, vinculando a las autoridades contra las 
que se concede a cumplirla, en aras de proteger el bien jurídico de que se 
trate y sujetándolas a un régimen de responsabilidades cuando no la acaten. 
Cabe destacar que por lo que respecta a este régimen, la controversia 
constitucional se instituyó como un medio de defensa entre poderes y órganos 
de poder, que tiene entre otros fines el bienestar de la persona que se 
encuentra bajo el imperio de aquéllos, lo que da un carácter particular al 
régimen de responsabilidades de quienes incumplen con la suspensión 
decretada, pues no es el interés individual el que se protege con dicha medida 
cautelar, sino el de la sociedad, como se reconoce en el artículo 15 de la Ley 
Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos”.7 
 
Como se advierte del criterio jurisprudencial antes transcrito, la 

suspensión en controversias constitucionales participa de la naturaleza de 
las medidas cautelares por lo que, en primer lugar, tiene como fin preservar 
la materia del juicio, a efecto de asegurar provisionalmente el bien jurídico 
de que se trate para que la sentencia pueda ejecutarse eficaz e 
íntegramente, de modo que tiende a prevenir el daño trascendente que 

 
7 Tesis 27/2008, Jurisprudencia, Pleno, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
t. XXVII, marzo de 2008, p. 1472, registro digital 170007. 
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pudiera ocasionarse a las partes y a la sociedad en tanto se 
resuelva el juicio principal. 

 
En ese orden de ideas, la suspensión constituye un 

instrumento provisional cuyo propósito es impedir que 
se ejecuten los actos impugnados o que se produzcan 
o continúen realizando sus efectos hasta en tanto se 

dicta sentencia en el expediente principal, a efecto de preservar la materia 
del juicio y evitar se causen daños y perjuicios irreparables a las partes o a 
la sociedad, siempre que la naturaleza del acto lo permita y, en su caso, no 
se actualice alguna de las prohibiciones que establece el artículo 15 de la 
Ley Reglamentaria de la materia. 

 
Ahora bien, en su escrito inicial el Poder Ejecutivo del Estado de 

Coahuila de Zaragoza, impugna lo siguiente. 
 
“De las autoridades referidas anteriormente, en el ámbito de sus respectivas 
competencias se reclama la orden y/o autorización de elaborar, editar, 
imprimir y distribuir los libros de texto gratuito para el ciclo escolar 2023-2024, 
del nivel educativo de educación básica.”. 
 
Por otra parte, en el capítulo correspondiente de la demanda, la parte 

actora solicita la suspensión en los siguientes términos: 
 
“(…) solicito que se conceda la suspensión, contra los efectos y 
consecuencias que provienen de la orden y/o autorización de elaborar, editar, 
imprimir, distribuir y autorizar el uso de los libros de texto gratuito para el ciclo 
escolar 2023-2024, del  nivel educativo de educación básica, suspensión que 
solicito se declararse (sic) procedente, en primer lugar, porque no se solicita 
propiamente con relación a una norma general, sino contra actos específicos, 
por lo que solicitó (sic) la suspensión, muy concretamente: 
Para el efecto de que los actos impugnados, la orden y/o autorización de 
emisión, impresión y distribución de los libros de texto gratuito para el ciclo 
escolar 2023-2024, del nivel educativo de educación básica, no se hagan sin 
dar cumplimiento a los lineamientos del procedimiento educativo, pues 
de lo contrario, se puede dañar de manera irreparable, los principios de 
certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, equidad y de 
participación concurrente en el proceso educativo mencionado en los 
conceptos de invalidez. Precisamente por lo anterior, resulta necesario 
recurrir al mecanismo de suspensión como medida cautelar a fin de 
poder salvaguardar los derechos fundamentales y garantizar la 
educación siguiendo los lineamientos citados en la presente.”. 
 
De lo anterior se desprende que la medida cautelar se solicita, en 

esencia, para efecto de que se suspenda la orden y/o autorización de 
emisión, impresión y distribución de los libros de texto gratuito para el 
ciclo escolar 2023-2024, del nivel de educación básica, hasta en tanto se 
cumpla con los lineamientos educativos establecidos en la Ley General 
de Educación. 

 
En relación con la materia de este incidente de suspensión, importa 

destacar el contenido del artículo 3, párrafos noveno y décimo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que prevé:  

 
“Artículo 3. (…) 
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Los planteles educativos constituyen un espacio fundamental para el proceso 
de enseñanza aprendizaje. El Estado garantizará que los materiales 
didácticos, la infraestructura educativa, su mantenimiento y las condiciones 
del entorno, sean idóneos y contribuyan a los fines de la educación. 
A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en la fracción II de este artículo, el 
Ejecutivo Federal determinará los principios rectores y objetivos de la 
educación inicial, así como los planes y programas de estudio de la educación 
básica y normal en toda la República; para tal efecto, considerará la opinión 
de los gobiernos de las entidades federativas y de diversos actores sociales 
involucrados en la educación, así como el contenido de los proyectos y 
programas educativos que contemplen las realidades y contextos, regionales 
y locales. 
(…).”. 
 
Por su parte, los artículos 22, 23, 29, 30 y 113, fracción IV, de la 

mencionada Ley General de Educación, establecen: 
 
“Artículo 22. Los planes y programas a los que se refiere este Capítulo 
favorecerán el desarrollo integral y gradual de los educandos en los niveles 
preescolar, primaria, secundaria, el tipo media superior y la normal, 
considerando la diversidad de saberes, con un carácter didáctico y curricular 
diferenciado, que responda a las condiciones personales, sociales, culturales, 
económicas de los estudiantes, docentes, planteles, comunidades y regiones 
del país. 
Sus propósitos, contenidos, procesos y estrategias educativas, recursos 
didácticos y evaluación del aprendizaje y de acreditación, se establecerán de 
acuerdo con cada tipo, nivel, modalidad y opción educativa, así como a las 
condiciones territoriales, culturales, sociales, productivas y formativas de las 
instituciones educativas. 
El proceso educativo que se genere a partir de la aplicación de los planes y 
programas de estudio se basará en la libertad, creatividad y responsabilidad 
que aseguren una armonía entre las relaciones de educandos y docentes; a 
su vez, promoverá el trabajo colaborativo para asegurar la comunicación y el 
diálogo entre los diversos actores de la comunidad educativa. 
Los libros de texto que se utilicen para cumplir con los planes y programas de 
estudio para impartir educación por el Estado y que se derive de la aplicación 
del presente Capítulo, serán los autorizados por la Secretaría en los términos 
de esta Ley, por lo que queda prohibida cualquier distribución, promoción, 
difusión o utilización de los que no cumplan con este requisito. Las 
autoridades escolares, madres y padres de familia o tutores harán del 
conocimiento de las autoridades educativas correspondientes cualquier 
situación contraria a este precepto. 
Artículo 23. La Secretaría determinará los planes y programas de estudio, 
aplicables y obligatorios en toda la República Mexicana, de la educación 
preescolar, la primaria, la secundaria, la educación normal y demás aplicables 
para la formación de maestras y maestros de educación básica, de 
conformidad a los fines y criterios establecidos en los artículos 15 y 16 de esta 
Ley. 
Para tales efectos, la Secretaría considerará la opinión de los gobiernos de 
los Estados, de la Ciudad de México y de diversos actores sociales 
involucrados en la educación, así como el contenido de los proyectos y 
programas educativos que contemplen las realidades y contextos, regionales 
y locales. De igual forma, tomará en cuenta aquello que, en su caso, formule 
la Comisión Nacional para la Mejora Continua de la Educación. 
Las autoridades educativas de los gobiernos de las entidades federativas y 
municipios podrán solicitar a la Secretaría actualizaciones y modificaciones de 
los planes y programas de estudio, para atender el carácter regional, local, 
contextual y situacional del proceso de enseñanza aprendizaje. 
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En la elaboración de los planes y programas de estudio a los 
que se refiere este artículo, se podrán fomentar acciones para 
que emitan su opinión las maestras y los maestros, así como las 
niñas, niños, adolescentes y jóvenes. De igual forma, serán 
consideradas las propuestas que se formulen de acuerdo con el 
contexto de la prestación del servicio educativo y respondan a 
los enfoques humanista, social, crítico, comunitario e integral de 
la educación, entre otros, para la recuperación de los saberes 

locales. 
(…) 
Artículo 29. En los planes de estudio se establecerán: 
I. Los propósitos de formación general y, en su caso, la adquisición de 
conocimientos, habilidades, capacidades y destrezas que correspondan a 
cada nivel educativo; 
II. Los contenidos fundamentales de estudio, organizados en asignaturas u 
otras unidades de aprendizaje que, como mínimo, el educando deba acreditar 
para cumplir los propósitos de cada nivel educativo y que atiendan a los fines 
y criterios referidos en los artículos 15 y 16 de esta Ley; 
III. Las secuencias indispensables que deben respetarse entre las asignaturas 
o unidades de aprendizaje que constituyen un nivel educativo; 
IV. Los criterios y procedimientos de evaluación y acreditación para verificar 
que el educando cumple los propósitos de cada nivel educativo; 
V. Los contenidos a los que se refiere el artículo 30 de esta Ley, de acuerdo 
con el tipo y nivel educativo, y 
VI. Los elementos que permitan la orientación integral del educando 
establecidos en el artículo 18 de este ordenamiento. 
Los programas de estudio deberán contener los propósitos específicos de 
aprendizaje de las asignaturas u otras unidades dentro de un plan de 
estudios, así como los criterios y procedimientos para evaluar y acreditar su 
cumplimiento. Podrán incluir orientaciones didácticas y actividades con base a 
enfoques y métodos que correspondan a las áreas de conocimiento, así como 
metodologías que fomenten el aprendizaje colaborativo, entre los que se 
contemple una enseñanza que permita utilizar la recreación y el movimiento 
corporal como base para mejorar el aprendizaje y obtener un mejor 
aprovechamiento académico, además de la activación física, la práctica del 
deporte y la educación física de manera diaria. 
Los planes y programas de estudio tendrán perspectiva de género para, 
desde ello, contribuir a la construcción de una sociedad en donde a las 
mujeres y a los hombres se les reconozcan sus derechos y los ejerzan en 
igualdad de oportunidades. 
Artículo 30. Los contenidos de los planes y programas de estudio de la 
educación que impartan el Estado, sus organismos descentralizados y los 
particulares con autorización o con reconocimiento de validez oficial de 
estudios, de acuerdo al tipo y nivel educativo, serán, entre otros, los 
siguientes: 
I. El aprendizaje de las matemáticas; 
II. El conocimiento de la lecto-escritura y la literacidad, para un mejor 
aprovechamiento de la cultura escrita; 
III. El aprendizaje de la historia, la geografía, el civismo y la filosofía; 
IV. El fomento de la investigación, la ciencia, la tecnología y la innovación, así 
como su comprensión, aplicación y uso responsables; 
V. El conocimiento y, en su caso, el aprendizaje de lenguas indígenas de 
nuestro país, la importancia de la pluralidad lingüística de la Nación y el 
respeto a los derechos lingüísticos de los pueblos indígenas; 
VI. El aprendizaje de las lenguas extranjeras; 
VII. El fomento de la activación física, la práctica del deporte y la educación 
física; 
VIII. La promoción de estilos de vida saludables, la educación para la salud, la 
importancia de la donación de órganos, tejidos y sangre; 
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IX. El fomento de la igualdad de género para la construcción de una sociedad 
justa e igualitaria; 
X. La educación sexual integral y reproductiva que implica el ejercicio 
responsable de la sexualidad, la planeación familiar, la maternidad y la 
paternidad responsable, la prevención de los embarazos adolescentes y de 
las infecciones de transmisión sexual; 
XI. La educación socioemocional; 
XII. La prevención del consumo de sustancias psicoactivas, el conocimiento 
de sus causas, riesgos y consecuencias; 
XIII. El reconocimiento de la diversidad de capacidades de las personas, a 
partir de reconocer su ritmo, estilo e intereses en el aprendizaje, así como el 
uso del Lenguaje de Señas Mexicanas, y fortalecer el ejercicio de los 
derechos de todas las personas; 
XIV. La promoción del emprendimiento, el fomento de la cultura del ahorro y 
la educación financiera; 
XV. El fomento de la cultura de la transparencia, la rendición de cuenta, la 
integridad, la protección de datos personales, así como el conocimiento en los 
educandos de su derecho al acceso a la información pública gubernamental y 
de las mejores prácticas para ejercerlo; 
XVI. La educación ambiental para la sustentabilidad que integre el 
conocimiento de los conceptos y principios de las ciencias ambientales, el 
desarrollo sostenible, la prevención y combate del cambio climático, así como 
la generación de conciencia para la valoración del manejo, conservación y 
aprovechamiento de los recursos naturales que garanticen la participación 
social en la protección ambiental; 
XVII. El aprendizaje y fomento de la cultura de protección civil, integrando los 
elementos básicos de prevención, autoprotección y resiliencia, así como la 
mitigación y adaptación ante los efectos que representa el cambio climático y 
los riesgos inherentes a otros fenómenos naturales; 
XVIII. El fomento de los valores y principios del cooperativismo que propicien 
la construcción de relaciones, solidarias y fraternas; 
XIX. La promoción de actitudes solidarias y positivas hacia el trabajo, el 
ahorro y el bienestar general; 
XX. El fomento de la lectura y el uso de los libros, materiales diversos y 
dispositivos digitales; 
XXI. La promoción del valor de la justicia, de la observancia de la ley y de la 
igualdad de las personas ante ésta, la cultura de la legalidad, de la inclusión y 
la no discriminación, de la paz y la no violencia en cualquier tipo de sus 
manifestaciones, así como la práctica de los valores y el conocimiento de los 
derechos humanos para garantizar el respeto a los mismos; 
XXII. El conocimiento de las artes, la valoración, la apreciación, preservación 
y respeto del patrimonio musical, cultural y artístico, así como el desarrollo de 
la creatividad artística por medio de los procesos tecnológicos y tradicionales; 
XXIII. La enseñanza de la música para potencializar el desarrollo cognitivo y 
humano, así como la personalidad de los educandos; 
XXIV. El fomento de los principios básicos de seguridad y educación vial, y 
XXV. Los demás necesarios para el cumplimiento de los fines y criterios de la 
educación establecidos en los artículos 15 y 16 de la presente Ley. 
(…) 
Artículo 113. (…) 
IV. Elaborar, editar, mantener actualizados y enviar a las entidades 
federativas en formatos accesibles los libros de texto gratuitos y demás 
materiales educativos, mediante procedimientos que permitan la participación 
de los diversos sectores sociales involucrados en la educación. Al inicio de 
cada ciclo lectivo, la Secretaría deberá poner a disposición de la comunidad 
educativa y de la sociedad en general los libros de texto gratuitos y demás 
materiales educativos, a través de plataformas digitales de libre acceso; 
(…). 

[Lo subrayado es propio] 
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Ahora bien, el procedimiento para la publicación y la 
distribución de los libros de texto gratuito es una garantía 
del derecho a la educación establecida en el artículo 3 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
pues son los instrumentos que sirven de guía para la 
impartición de los elementos educativos8. 

 
Cabe destacar que el interés superior de los niños, niñas y 

adolescentes, así como el ejercicio de sus derechos, deben considerarse 
para la elaboración de las normas y la aplicación de los programas y los 
planes de estudio que motiven la expedición de dichos instrumentos 
educativos; asimismo, se debe garantizar, además, la opinión de los 
gobiernos de las entidades federativas, de diversos sectores de la 
sociedad, así como de especialistas en educación, salud, cultura, entre 
otros. 

 
Lo anterior, debido a que los planes educativos constituyen un espacio 

para el proceso de enseñanza y aprendizaje, pues el Estado está obligado a 
garantizar que los materiales didácticos sean idóneos y contribuyan a los 
fines de la educación básica. 

 
Así, atento a lo solicitado, a las características particulares del caso y 

a la naturaleza de lo impugnado, sin prejuzgar respecto del fondo del 
asunto que será motivo de estudio de la sentencia que en su oportunidad 
se dicte, se concede la suspensión solicitada por el Poder Ejecutivo 
del Estado de Coahuila de Zaragoza para el único efecto de que no se 
distribuyan los libros de texto gratuito para el ciclo escolar 2023-2024, 
hasta en tanto se resuelva el fondo del asunto, en el que verificará que se 
hayan observado los procedimientos legales respectivos para la 
determinación de los programas y los planes de estudio establecidos en 
la Ley General de Educación. Lo anterior es así, toda vez que, para 
efectos de la presente medida cautelar y a partir de las constancias con 
las que se cuentan para su concesión, no es posible determinar si la 
emisión y la impresión de los citados libros se trata de actos consumados. 

 
Lo anterior, a efecto de preservar la materia del juicio, es decir, 

asegurar provisionalmente el bien jurídico del actor, para que, de ser el 
caso, la sentencia pueda ejecutarse eficaz e íntegramente. Además, 
procede conceder la suspensión a fin de prevenir algún daño trascendente 
que pudiera ocasionarse a la actora y a la sociedad en general. 

 
En ese sentido, el propósito de la medida cautelar es impedir que se 

ejecuten los actos impugnados o que se produzcan o continúen 
realizando sus efectos, hasta en tanto se dicta sentencia en el expediente 
principal. 

 

 
8 Sirve de apoyo la tesis de rubro: “DERECHO FUNDAMENTAL A LA EDUCACIÓN. SU REFERENTE 
NORMATIVO EN EL SISTEMA JURÍDICO MEXICANO.”. Tesis 1a./J. 78/2017, Primera Sala, Décima 
Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, t. I, septiembre de 2017, p. 185, registro digital 
2015300. 
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Con el otorgamiento de la suspensión en los términos precisados, no 
se afectan la seguridad y economía nacionales, ni las instituciones 
fundamentales del orden jurídico mexicano, puesto que, como se adelantó, 
únicamente se pretende preservar la materia del juicio, asegurando 
provisionalmente la situación jurídica, el derecho o el interés de la parte 
actora y evitar que se le cause un daño irreparable, respetando los 
principios básicos que rigen la vida política, social o económica del país; 
además, no se causa un daño mayor a la sociedad en relación con los 
beneficios que pudiera obtener el solicitante de la medida y, a su vez, se 
garantiza que no quede sin materia el asunto.  

 
En consecuencia, atendiendo a las circunstancias y características 

particulares del caso, con fundamento en los artículos 14 a 18 de la 
normativa reglamentaria, se: 

 
A C U E R D A: 

 
Primero. Se concede la suspensión solicitada por el Poder Ejecutivo 

del Estado de Coahuila de Zaragoza, para los efectos precisados en este 
proveído. 

 
Segundo. La medida suspensional surtirá efectos sin necesidad de 

otorgar garantía y sin perjuicio de que pueda modificarse o revocarse por 
algún hecho superveniente, conforme al artículo 17 de la Ley Reglamentaria 
de la materia. 

 
Dada la naturaleza e importancia de este asunto, con apoyo en el 

artículo 2829 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 
supletoria, en términos del artículo 110 de la mencionada Ley 
Reglamentaria, se habilitan los días y las horas que se requieran para 
llevar a cabo las notificaciones de este proveído. 

 
Notifíquese. Por lista, por oficio y vía electrónica a la Fiscalía General 

de la República. 
 
En ese orden de ideas, remítase la versión digitalizada del presente 

acuerdo a la Fiscalía General de la República, por conducto del 
MINTERSCJN, regulado en el Acuerdo General Plenario 12/2014, en la 
inteligencia de que en términos de lo dispuesto en el artículo 16, fracción 
II11, del citado Acuerdo General 12/2014, el acuse de envío que se genere 

 
9 Código Federal de Procedimientos Civiles  
Artículo 282. El tribunal puede habilitar los días y horas inhábiles, cuando hubiere causa urgente que lo 
exija, expresando cual sea ésta y las diligencias que hayan de practicarse. 
10 Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal 
Artículo 1. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá y resolverá con base en las disposiciones 
del presente Título, las controversias constitucionales en las que se hagan valer violaciones a la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como las acciones de inconstitucionalidad a 
que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal de 
Procedimientos Civiles. 
11 Acuerdo General 12/2014 
Artículo 16. En los órganos jurisdiccionales del PJF para la consulta y trámite de la documentación que les 
sea remitida por la SCJN a través del MINTERSCJN, se estará a lo siguiente:  
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por el módulo de intercomunicación con motivo de la 
remisión de la versión digital de este acuerdo, hace las 
veces del respectivo oficio de notificación 
número 9827/2023. De conformidad con el numeral 16, 
fracción I12, del mencionado Acuerdo General Plenario, 
dicha notificación se tendrá por realizada al día hábil 
siguiente a la fecha en la que se haya generado el acuse 

de envío en el Sistema Electrónico de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, toda vez que, como lo refiere el citado numeral, el personal 
asignado, en este caso, de la referida Fiscalía, debe consultar diariamente 
el repositorio correspondiente, que da lugar a la generación de los 
respectivos acuses de envío y de recibo13. 

 
Lo proveyó y firma el Ministro instructor Luis María Aguilar Morales, 

quien actúa con el Licenciado Eduardo Aranda Martínez, Secretario de la 
Sección de Trámite de Controversias Constitucionales y de Acciones de 
Inconstitucionalidad de la Subsecretaría General de Acuerdos de este Alto 
Tribunal, que da fe. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Esta hoja corresponde al proveído de dieciocho de agosto de dos mil veintitrés, dictado 
por el Ministro instructor Luis María Aguilar Morales en el incidente de suspensión de 
la controversia constitucional 412/2023, promovida por el Poder Ejecutivo del Estado de 
Coahuila de Zaragoza. Conste. 
EGM/JHGV 1 

 

(…) 
II. Para acceder a la información relativa a un requerimiento específico, se deberá ingresar al vínculo 
denominado “Ver requerimiento o Ver desahogo”. En dicho vínculo será consultable una pantalla en la cual 
se indiquen los principales datos tanto del expediente de origen como del correspondiente al asunto 
radicado en el índice de ese órgano jurisdiccional del PJF, así como copia digitalizada del proveído dictado 
en la SCJN y, en su caso, de las constancias anexas a éste, documentos que tendrán visible en su parte 
inferior la evidencia criptográfica de la FIREL del servidor público de la SCJN responsable de su ingreso al 
MINTERSCJN. El acuse de envío que hará las veces del oficio de notificación, estará firmado 
electrónicamente por el servidor público de la Oficina de Actuaria de la SCJN responsable de la remisión 
electrónica;  
(…). 
12Artículo 16. En los órganos jurisdiccionales del PJF para la consulta y trámite de la documentación que 
les sea remitida por la SCJN a través del MINTERSCJN, se estará a lo siguiente: 
I. Mediante el uso de la clave de acceso asignada y con su FIREL, el servidor público autorizado de un 
órgano jurisdiccional del PJF deberá acceder diariamente a este submódulo del MINTERSCJ (SIC), 
específicamente a su sección denominada “Información y requerimientos recibidos de la SCJN”, en la cual 
tendrá acceso a un listado de los requerimientos y/o desahogos remitidos desde la SCJN al órgano 
jurisdiccional del PJF de su adscripción; 
(…). 
13 Lo anterior, además, atendiendo al criterio sustentado en la sentencia de dieciséis de marzo de dos mil 
veintidós, dictada por la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el recurso de 
apelación 4/2021 derivado del juicio ordinario civil federal 2/2020, resuelto por mayoría de cuatro votos de 
la Ministra Norma Lucía Piña Hernández quien está con el sentido, pero se separó de los párrafos treinta y 
treinta y uno, los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y la Ministra 
Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat (Ponente). Votó en contra el Ministro Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien se reservó el derecho de formular voto particular. 

 
 
 
 
 



INCIDENTE DE SUSPENSIÓN EN CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 412/2023 
Evidencia criptográfica · Firma electrónica cer ficada 
Nombre del documento firmado: Acuerdo.doc 
Iden ficador de proceso de firma: 250532 

AC de la Suprema Corte de Jus cia de la Nación 

Evidencia criptográfica 

Firmante Nombre LUIS MARIA AGUILAR MORALES Estado del 
certificado OK Vigente 

CURP AUML491104HDFGRS08 

Firma 

Serie del certificado del firmante 706a6673636a6e000000000000000000000023af Revocación OK No revocado 

Fecha (UTC / Ciudad de México) 21/08/2023T19:56:08Z / 21/08/2023T13:56:08-06:00 Estatus firma OK Valida 
Algoritmo SHA256/RSA_ENCRYPTION 
Cadena de firma 
89 39 01 24 5b b7 b8 26 1f 34 d9 f9 63 b4 87 71 98 4d 34 b3 3d 43 10 a6 87 4e 40 ac 15 b1 a5 e5 66 64 37 7e d6 21 d7 7f 01 59 4b 04 e9 
76 59 66 dd 87 b1 77 00 de 90 c5 73 23 80 ae d6 cb fe 69 49 8f 1d b0 c6 64 99 12 bf 32 93 90 e0 12 8c b1 b3 57 41 80 be 9b b9 d9 f2 83 
72 84 ac d0 03 a9 b4 1e c8 fd 4a 1c a8 cb 86 d1 96 c1 63 f9 e2 60 95 3f 1e 3d 22 4e f5 94 61 48 84 70 b2 d9 8c 6a 24 bf fe 65 c0 9b 9a 31 
88 71 4b 6e d5 90 6d 32 c7 fc 05 d7 5f 5b 33 d9 8b 47 8a ac 76 a2 9c a3 0d dc d0 20 c0 76 4a 13 58 f2 ac 35 2c af 91 17 ff 71 87 8a 22 3d 
39 26 34 a2 0b 36 47 f0 e6 57 9d 64 28 bb 1a bc d1 1f 3f ad c7 ba 63 f6 77 d4 5c ea 06 c1 85 ca 82 1f 7d 2f c6 f0 c0 57 ed dc 39 91 b0 78 
0b 55 08 1f 5d 8a c9 73 65 65 9e a5 03 40 c1 ff eb 2f 23 ef d7 77 9c 0e 2e ac cb b7 

Validación 
OCSP 

Fecha (UTC / Ciudad de México) 21/08/2023T19:56:08Z / 21/08/2023T13:56:08-06:00 
Nombre del emisor de la respuesta OCSP OCSP de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Emisor del certificado de OCSP AC de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Número de serie del certificado OCSP 706a6673636a6e000000000000000000000023af 

Estampa TSP 

Fecha (UTC / Ciudad de México) 21/08/2023T19:56:08Z / 21/08/2023T13:56:08-06:00 
Nombre del emisor de la respuesta TSP TSP FIREL de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Emisor del certificado TSP AC de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Identificador de la secuencia 6125688 
Datos estampillados 02F71547270378061815E602651CAF658B399BFC9A166BD76806911AF552E262 

  

Firmante Nombre EDUARDO ARANDA MARTINEZ Estado del 
certificado OK Vigente 

CURP AAME861230HOCRRD00 

Firma 

Serie del certificado del firmante 706a6620636a660000000000000000000002b8df Revocación OK No revocado 

Fecha (UTC / Ciudad de México) 21/08/2023T19:15:01Z / 21/08/2023T13:15:01-06:00 Estatus firma OK Valida 
Algoritmo SHA256/RSA_ENCRYPTION 
Cadena de firma 
aa 5f 54 f5 5f 6e 00 9d 91 d0 aa b6 5a 68 3a 9e 03 a9 e2 46 d7 a4 9a 4e a8 ba f6 7f ff af 10 db 99 06 73 0b 49 11 81 f3 af 0d 2c eb 56 1a 8f 
8e 9b bf 1b 31 13 79 57 35 36 2e 11 f6 d6 6b 93 9e 99 9b e0 83 a3 64 da 59 7f 12 d6 2f 4f d0 56 38 52 5f 84 98 0a 88 57 6a bf f5 b8 9c 64 
0e 11 a9 7e 0f 24 d9 77 48 f2 9d 04 3c d1 38 c5 f4 a1 4d 3e 7c c5 29 03 c7 bb 49 9d 0e 03 2d 4c 0d 9e 5a 85 5e 3d 41 6b 7c 15 2d 52 2a 
0e 2c 96 7e 84 bb 0b f1 28 c5 5c bb 42 86 36 8c ae c9 44 db 5a 12 f1 a9 20 e6 98 83 a9 4a 93 4a b8 1d 09 af dd 3e 1e ca a4 1d 21 84 b9 
88 cf ba ac 59 21 66 2c 69 9d 9e 18 f3 66 71 6b 47 86 0a a3 5e 01 6b 9a 5f 8b bd c3 f6 be 8b cc c1 f2 13 09 8a 09 a5 f2 26 1b 9a 68 6e 9a 
36 2c 24 ea 1b 2f 19 18 c3 c4 89 74 1e de 5b 33 f1 07 75 44 c5 3d 95 32 2c d5 dc 

Validación 
OCSP 

Fecha (UTC / Ciudad de México) 21/08/2023T19:17:58Z / 21/08/2023T13:17:58-06:00 
Nombre del emisor de la respuesta OCSP OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal 
Emisor del certificado de OCSP Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal 
Número de serie del certificado OCSP 706a6620636a660000000000000000000002b8df 

Estampa TSP 

Fecha (UTC / Ciudad de México) 21/08/2023T19:15:01Z / 21/08/2023T13:15:01-06:00 
Nombre del emisor de la respuesta TSP TSP FIREL de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Emisor del certificado TSP AC de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Identificador de la secuencia 6125268 
Datos estampillados 99288A5AD690893B0346771E3F43BF528DB9DDAB1BBCB7CE5694298A1CCADA57 

 

 
 
 
 
 




